STJSL-S.J. – S.D. Nº   025/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a treinta y un días de marzo de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “INCIDENTE DE CASACIÓN AGUILERA, JUAN RAMÓN - AV. HOMICIDIO - JUICIO ORAL.” IURIX INC. PEX. Nº 83397/1.
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA  RODRIGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA  y  LILIA ANA NOVILLO.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: 1) Que a fs. sub. 42 y vta., el defensor del condenado interpone Recurso de Casación en contra de la sentencia Nº 15, de fecha 27/12/11 de la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Penal y Correccional de la Tercera Circunscripción Judicial (fs. sub. 17/ sub.39), en cuanto DECLARA CULPABLE a JUAN RAMÓN AGUILERA por ser AUTOR (art. 45 C.P.), penalmente responsable del delito de HOMICIDIO SIMPLE (art. 79 del C.P), CONDENANDOLO a cumplir la pena de QUINCE (15) AÑOS de PRISIÓN, accesorias legales y costas procesales.

2) Que en primer lugar, corresponde analizar si se han dado cumplimiento con los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.

Que del estudio de las constancias de la causa surge que, el medio recursivo intentado ha sido interpuesto y fundado en término (art. 430 del C.P. Crim), encontrándose el recurrente exento del depósito, conforme lo dispuesto por el art. 431 del C.P. Crim.

Asimismo, el recurso ataca una sentencia definitiva, dictada por la Cámara en una causa penal, todo lo cual conlleva a su admisibilidad formal.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: 1) Que al interponer y fundar la casación, la defensa invoca las causales del art. 428 inc. a) y b) del C.P. Crim. 

Manifiesta que, la sentencia es totalmente arbitraria o más bien se ha dictado para calmar el clamor popular (que nada entiende de derecho y valoración de pruebas) de hacer justicia.

Sostiene que, no se han valorado correctamente los elementos arrimados al Debate Oral, como así tampoco los elementos obrantes en la causa y que fueron llevados al Debate Oral.

Afirma que, las declaraciones de los Testigos durante el Debate Oral, fueron totalmente dispares, en tanto y en cuanto, al ser amigos de la víctima, sus deposiciones no fueron valoradas conforme el art. 179 del C.P. Crim., pues nada dice al respecto la sentencia recurrida. 

Asimismo asevera que, algunos testimonios hacen referencia a que primero hubo golpes de puños entre los dos, otros indican que a Aguilera lo rodearon los amigos de Sosa y le empezaron a golpear, y queda claro que el primero fue arrinconado, pues tenía a sus espaldas una pared y no se podía mover o escapar por ningún lado.

Alega que, se debe encuadrar la figura dentro de lo normado por el art. 34 inc. 6 del C.P., ya que como bien lo manifiestan varios de los amigos de Sosa, cuando le empiezan a pegar es cuando Aguilera saca el cuchillo para defenderse.

Continúa diciendo que, la Excma. Cámara hace la vista gorda a un cúmulo de pruebas fundamentales y condena sin hacer ninguna mención a ellas, todo lo cual refiere, in extenso, en los puntos a), b), c), d), e) y f).

Expone también que, se ha vulnerado el derecho de defensa y debido proceso.

2) A fs. sub. 66/67, contesta vista el Sr. Procurador General y en mérito de los fundamentos que expone, y a los que remito en honor a la brevedad.
3) En el estudio y resolución de la causa, tengo presente que con el alcance del nuevo Recurso de Casación, surgido de la Corte Suprema en “Casal”, todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia, para que un tribunal superior revise, integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho, con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

Bajo tales lineamientos, anticipo que comparto la opinión vertida por el Sr. Procurador General, en cuanto considera que “los agravios vertidos por el recurrente a fs. 48/52 no tienen entidad suficiente para conmover la sentencia dictada en autos.”
Ello así, advierto que la argumentación de la defensa, tendiente a cuestionar la valoración de la prueba testimonial, o a darle una interpretación distinta, carece de fundamentos toda vez que el razonamiento del tribunal a quo aparece reflejado de manera clara, tanto respecto al hecho mismo como a su encuadre legal, siendo sus conclusiones el resultado de una detenida y correcta valoración de las probanzas arrimadas a la causa.

En orden a lo expuesto, hago mías las conclusiones a las que arriba la Excma. Cámara para la calificación legal del hecho como HOMICIDIO SIMPLE (art. 79 C.P).  

Es claro, y quedó suficientemente probado, que el imputado no actuó en legítima defensa, sobre ello son coincidentes los testimonios de Herrera, Pereyra, Massi, Delfino, Corro, Ferreyra, Domínguez, Gizmano - hubo una primera agresión por parte de Aguilera-, y por demás determinante la declaración del Dr. Ricardo O. Torres, en cuanto que “la cuchillada fue dirigida directamente al cuerpo de la víctima, no fue un acto defensivo.”

Sin dudas, este tribunal casatorio debe atenerse a lo aquí resuelto, sin avanzar en el juicio, precisamente porque la sentencia atacada se presenta exenta de arbitrariedad o absurdo.

En suma, “hay cuestiones sobre las cuales existe soberanía del tribunal a quo y que, en principio, quedan excluidas de revisión por vía casatoria. Se trata de la fijación de la plataforma fáctica y la valoración de la prueba… De manera que a Casación solo le es posible verificar dentro de este contexto la legitimidad de las pruebas incorporadas al proceso, si las conclusiones que el a quo les atribuyen condicen con las reglas de la lógica, y si el fallo ha sido correctamente motivado, conforme la normativa vigente.” (Cfr. Tratado de los Recursos dirigido por Marcelo Sebastían Midón. 1° ed. Santa Fé 2013. Ed. Rubinzal Culzoni, T III. P.50/51). 

Por su parte, también debo señalar que todos los cuestionamientos que formula la defensa, para desacreditar la sentencia por arbitrariedad, son inatendibles. 

No puede admitirse la tacha de arbitrariedad del fallo cuando el mismo contiene un minucioso análisis de cada una de las pruebas producidas en la causa, y se presenta por demás fundado y motivado. De esta manera se ha pronunciado  insistentemente este Tribunal: “Resulta claro que la sentencia en crisis tiene serios fundamentos y se encuentra sustentada en la prueba rendida en el debate oral y de la debidamente incorporada al proceso, por lo que no es arbitraria y fundada en la sola voluntad del juzgador, quien lo hizo con la inmediatez que el tribunal casatorio no puede realizar. Este análisis lleva a sostener que "... está excluido del control de la corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal." (Cfr. De La Rua, Fernando - Recurso de Casación, p. 312; STJSL-S.J. N° 134/08 “C. A. A. y OTROS – ROBO CALIFICADO - RECURSO DE CASACIÓN”, Expte. Nº 25-C-07; sentencia del 12-11-2008, entre otros).

Por su parte, y coincidentemente con lo resuelto la jurisprudencia ha dicho: “Es improcedente el recurso de casación cuando se discuten las conclusiones de hecho del Tribunal de juicio y se formula una distinta valoración de las pruebas que sirven de base a la sentencia, o se discute la simple eficiencia probatoria de los elementos de convicción utilizados por la sentencia o un disentimiento con la valoración, o discutiendo su eficacia, su valor o discrepando con los motivos de hecho expresados en la misma. Cuando el recurso es fundado en falta de motivación por ilogicidad del pronunciamiento, la casación no es revaloración sino juicio de existencia; por ella no se pueden usurpar las facultades del Tribunal de juicio para declarar el acierto o desacierto de la conclusión de la sentencia en orden a los hechos fijados en ella.” (Cfr. Superior Tribunal de Justicia, Corrientes. Soni, Carlos s. Homicidio culposo. 20-10-1995; Sumarios Oficiales Poder Judicial de Corrientes; RC J 6483/13, en www.rubinzal.com.ar, acceso 29/12/14); “Si la motivación del pronunciamiento no aparece como viciosa, si no repugna a principios lógicos, ni a máximas de experiencia, podrá discreparse en mayor o menor grado con la fuerza de convicción que emane de los argumentos que el tribunal sentenciante desarrolla para afirmar su certeza. Pero mientras ellos no aparezcan como irrazonables, contradictorios o fundados en prueba ilegalmente inidónea, no pueden ser censurados en casación porque pertenecen a los poderes discrecionales del Juez la selección y valoración de la prueba que concurre a formar su libre convicción.” (Cfr. Tribunal Superior de Justicia, Neuquén. Rodríguez, Julia Inés y otro s. Homicidio. 24-04-1991; Revista de Jurisprudencia Provincial; RC J 1640/05, en www.rubinzal.com.ar, acceso 29/12/14).

Para concluir considero conveniente resaltar que, los jueces no están obligados a ponderar una a una, y exhaustivamente, todas las constancias de la causa, sino sólo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones (Cfr. CSJN, Fallos 311:571), y para la correcta solución del litigio (Fallo: 311:571), y tampoco están obligados a tratar todas las cuestiones propuestas por las partes, ni a analizar los argumentos, que a su juicio, no sean decisivos (Fallos:301:970 y 31:1191).

Todo lo expuesto lleva a mi convencimiento la manifiesta improcedencia del recurso, por lo que voto a éstas SEGUNDA y TERCERA CUESTION por la NEGATIVA. 
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTION el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Las costas se imponen al recurrente vencido (art. 71 C.P. Crim). ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO,  comparten  lo expresado por el 
///…

Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo treinta y uno de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto
II) Costas al recurrente vencido (art. 71 C.P. Crim.).
REGISTRESE  y  NOTIFIQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA,  LILIA ANA NOVILLO  y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ,  en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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